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Me ocuparé en esta ponencia en primer lugar en identificar los límites en nuestro proceso de incidencia, para tratar luego la necesidad de la transparencia y de la participación frente a este tipo de acuerdos, insistiendo en los derechos de los pueblos indígenas altamente vulenarables frente al modelo de desarrollo que se les impone.. 

1. Límites en el proceso de incidencia

Las negociaciones del Acuerdo de Asociación entre la Unión Europea y Centroamérica se desarrollan desde octubre de 2007. En el año 2008 se celebró 4 rondas de negociación: II ronda en Bruselas (Febrero), III ronda en San Salvador (Abril), IV ronda en Bruselas (Julio), V ronda en Guatemala (Octubre). En el 2009 s sólo logró celebrarse la VI ronda en Bruselas(enero), ya que la ronda de Tegucigalpa a finales de Marzo, que debería ser la VII finalmente se suspendió, por la decisión del gobierno nicaraguense de levantarse de la mesa, ante la ausencia de respaldo de los gobiernos de la región a su propuesta de un Fondo de Crédito de 6O mil millones de euros. 

Sin haber habido VII ronda, se convocó a la VIII ronda en Bruselas a comienzos de julio de 2009, que se suspendió como consecuencia del golpe de Estado en Honduras del 28 de junio.  

La UE ha decidido de congelar las negociaciones hasta tanto no se resuelva la crisis política en Honduras. España ha propuesto excluir a Honduras para seguir las negociaciones con los demás, pero ello implicaría que la UE tuviese que cambiar su mandato, lo que no están dispuestos a hacer, luego de la críticas que han recibido por haber roto las negociaciones birregionales con la CAN de un Acuerdo de Asociación para negociar sólo un TLC con Colombia y Perú. 

La UE en sus relaciones exteriores le da prioridad a sus intereses económicos, relativizando sus aportes a la integración, a la democratización y al respeto de los DDHH en otras regiones del mundo. El ejemplo más evidente lo constituye las negociaciones del AdA con la Comunidad Andina, la UE no respeta el mandato original de negociación de región a región, ni las modalidades de negociación pactadas con la CAN, atentando contra la integración regional, dejando de lado las preocupaciones por los DDHH, colocando los intereses de su propia agenda por sobre los intereses del desarrollo sostenible de estos pueblos.

Sin embargo, con Centroamérica, quizás por el exiguo interés económico, la UE insiste en mantener algunas exigencias en materia de derechos humanos como la ratificación de la Corte Penal Internacional, que como se ha visto en relación con Honduras es un instrumento preventivo contra la perpetración de graves violaciones de derechos humanos.

En nuestro proceso de incidencia con otras redes europeas hemos insistido en la importancia de que se reconozcan en las negociaciones del AdA 5 aspectos:
a) Que se integrara a la negociación los 27 tratados de derechos humanos, medio ambiente y gobernabilidad democrática, contemplados en el art. 9 del SGP Plus, con el mecanismo de monitoreo allí previsto ampliado a la participación de la sociedad civil; más otros cuatro convenios: el 169 de la OIT sobre los derechos de los pueblos indígenas y tribales, el Convenio contra la Desaparición Forzada de Personas, el Convenio de Roma que establece la Corte Penal Internacional y,  el Convenio sobre los Derechos de los Trabajadores migrantes y de sus familias. 

b) Que se excluyera los temas Singapur de las negociaciones, en particular los 3 excluidos de las negociaciones de la OMC: competencia, compras gubernamentales e inversiones por el impacto que tienen sobre el modelo de desarrollo al restringir las polítcas públicas a favor de los  intereses de las transnacionales. 

c) Que se reconocieran adecuadamente las asimetrías entre las dos regiones, como regla general y no como excepción. 

d) Que hubiese un estudio  o estudios de impacto sociambiental de parte de la CE que de manera oportuna se presentara a la mesa de negociaciones. 

e) Que hubiese transparencia en las negociaciones y oportunidades de interlocución reales con la sociedad civil. 

La UE insiste en que no tiene ningún interés ofensivo en Centroamérica, que es casi insignificante el comercio con la región, por tanto deberíamos creer que su interés de negociar un AdA es por favorecer el desarrollo de Centroamérica.

Sin embargo la UE no acepta liberalizar su mercado para productos como el banano y el azúcar centroamericanos, o para el café para proteger a sus propios productores. Mientras tampoco acepta discutir sobre el subsidio a su agricultura. Pero si impone los temas Singapur excluidos de la Ronda de Doha desde el primero de julio de 2004 ( libre competencia, inversiones y contrataciones públicas).

Por otra parte, la participación de la sociedad civil en Centroamérica se ha reducido a los cuartos adjuntos y a consultas limitadas sobre las negociaciones en materia comercial, del lado europeo se ha limitado a reuniones informativas antes y después de las rondas de negociación, sin mayores posibilidades de incidencia. Incluso frente a los órganos consultivos, ya reconocidos en el Acuerdo de Diálogo Político y Cooperación del 15 de diciembre de 2003 entre las dos regiones, el Comité Económico y Social Europeo –CESE- y el Comité Consultivo del Sistema de Integración Centroamericana –CCSICA-. 

No hubo respuesta favorable a la propuesta de establecer un mecanismo de consulta durante las negociaciones con la sociedad civil. Sin embargo ya se decidió que el nuevo órgano de consulta que tendrá el acuerdo, se extenderá al Comité Consultivo de la Secretaría de Integración Económico centroamericana –SIECA- excluyendo las demás expresiones de la sociedad ivil tanto en Centroamérica como en Europa.

No se invocará por acuerdo entre los negociadores de ambas partes el convenio 169 de la OIT sobre los Derechos de los Pueblos indígenas y tribales. Tampoco se ha tomado en cuenta, más bien se ha negado, la posibilidad de invocar una especial protección de los derechos de los pueblos indígenas, como se consensuó entre los negociadores en la VI Ronda en Bruselas.

La cláusula democrática tal como ha sido pactada, queda  reducida a sus límites extremos de aplicabilidad en la suspensión del acuerdo en caso de que se rompa el orden democrático y/o que se cometieran crímenes de lesa humanidad. Muy lejos de nuestra propuesta de establecer una dimensión positiva que en lugar de esperar casos extremos y sanciones, contribuya al tratamiento oportuno y preventivo de graves violaciones de derechos humanos, garantizando que haya un diálogo político al respecto donde se integre a las organizaciones de la sociedad civil de ambas partes.

No se contemplará el establecer garantías de exigibilidad y mecanimos de seguimiento en el diálogo político a los compromisos asumidos en ddhh.

Todavía no queda claro si el agua entra en las negociaciones como servicio público o servicio ambiental. Sin embargo la CE afirma que no tiene ningún interés ofensivo sobre el particular. En el segundo caso sería sujeta a la liberalización o privatización. El reconocimiento del agua como derecho humano nos parece esencial. También en el tema de la propiedad intelectual que es de gran interés para la industria farmaceútica europea se enfrentan el interés de la empresa al derecho a la salud de todos y todas.

Por otra parte no se han cerrado las discusiones sobre los temas ambientales. Es necesario reiterar que Centroamérica es una región muy vulnerable, que se destruye progresivamente su biodiversidad, por tanto es indispensable que en el AdA se asuman compromisos verificables de respeto y restablecimiento del medio ambiente, garantizando un desarrollo sostenible. 

Por último la CE en el tema de Desarrollo sostenible, ha propuesto invocar los convenios fundamentales del trabajo contemplados en el SGP Plus,  con un mecanismo de supervisión como el negociado en el acuerdo de la UE con el Cariforum, art. 195, que no garantiza su adecuada protección ya que incluso las recomendaciones del Comité de Expertos que allí se crea no tienen fuerza vinculante porque las mismas van al Comité Consultivo y no obligan a las partes. Esto nos hace concluir que tampoco se invocarán los 27 convenios del SGP Plus, ni se establecerá ningún mecanismo concreto para darle fuerza jurídica a las obligaciones en derechos humanos.

2. Nuestra lucha por la transparencia y verdaderos procesos de participación:

Contar con mecanismos de participación de la sociedad civil organizada resulta indispensable no sólo para que el contenido de las negociaciones reflejen intereses colectivos o públicos, en lugar del predominio de los intereses corporativos, que como hemos visto es lo que está sucediendo con estas negociaciones. No ha habido transparencia, ni participación sobre ninguno de los ejes del acuerdo,.

En la medida que se propicie la transparencia y la participación se podrá reforzar el rol de corresponsabilidad de la población organizada en distintos niveles, a través de mecanismos que hagan posible la incidencia en las decisiones que eventualmente modifiquen el rumbo del Acuerdo, por ejemplo las prioridades de la cooperación, las reglas comerciales, las políticas de protección, los instrumentos de seguimiento y control, entre otras. De no lograrse tenemos el deber de llevar nuestra incidencia a los parlamentos para argumentar contra la ratificación de un acuerdo que resulte  lesivo para los pueblos centroamericanos. 

Recordamos que hay una base universal para involucrar a la sociedad civil en la definición, implemenatación y evaluación de políticas públicas, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), ratificado por los estados centroamericanos  y los países de la UE, instituye en su artículo 25 que todo individuo tiene derecho a “participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos.” 

A nivel europeo contamos con el libro blanco y el libro verde, más una serie de normas que desde el Tratado de Mastrich a el Acuerdo de Lisboa garantizarían la transparencia y la participación. 

En la Comunicación de la Comisión, de 25 de julio de 2001, “La gobernanza europea  Un Libro Blanco”,  con el objetivo de reformar la gobernanza a nivel europeo, propone cuatro grandes cambios: implicar más a los ciudadanos, definir políticas y legislaciones más eficaces, comprometerse en el debate sobre la gobernanza mundial y, finalmente, centrar las políticas y las instituciones en objetivos claros. 

Establece los siguientes principios acumulativos sobre los que debe basarse la buena gobernanza: apertura de las instituciones europeas, participación de la sociedad civil en la elaboración y aplicación de las políticas, responsabilidad en el proceso de toma de decisiones, eficacia y coherencia

La UE a través de sus “Directrices sobre los principios y buenas prácticas de la participación de los actores no estatales en los diálogos y consultas en materia de desarrollo” recuerda que  “El Consejo  de Asuntos Generales y Relaciones Exteriores de mayo de 2003 animó a la Comisión y a los Estados miembros a doptar un marco de principios y prácticas para la consulta a la sociedad civil y su participación en el diálogo, con el objetivo de involucrarla en la formulación de las prioridades y en la evaluación del proceso de desarrollo…El Consejo anima a la Comisión y a sus estados miembros a adoptar un planteamiento práctico para garantizar la participación real de la sociedad civil ”

El mismo documento de la UE llama a facilitar la información necesaria para garantizar la participación, a que todos los sectores de interés sean convocados sin excepciones, garantizando el pluralismo y que los distintos puntos de vista serán escuchados. Se llama a la CE a que promueva el diálogo social en su diálogo regular sobre cooperación con los poderes públicos. 

También se ha desarrollado la Iniciativa Europea en favor de la Transparencia (ITE)  de noviembre de 2005, supuso el comienzo de la revisión del enfoque global de la transparencia. Sus objetivos son fomentar un debate al respecto e identificar los aspectos a mejorar en los siguientes ámbitos: 

• Transparencia y control de los fondos comunitarios; 

• Deontología de las instituciones europeas; 

• Accesibilidad de los documentos; 

• Participación en las consultas públicas; 

• Transparencia en la representación de intereses. 

La red Seattle to Brussels (S2B) realizó el informe “El poder empresarial sobre las políticas de comercio de la UE. Bueno para los negocios, malo para el mundo”. El texto analiza los modos en que los lobbies empresariales consiguen una influencia enorme sobre el diseño de las políticas comerciales de la UE y los efectos negativos de dicha influencia sobre la justicia social, el medio ambiente y la lucha contra la pobreza. El informe cubre diversas áreas de las negociaciones comerciales, e incluye ejemplos concretos de empresas determinadas
.  

En este estudio se demuestra  como en las negociaciones multilaterales o bilaterales de este tipo de acuerdos,  los  intereses privados de las multinacionales han presionado a la UE para que avasalle a los países en desarrollo con demandas muy ambiciosas de acceso a sus mercados, a pesar de la mayor pobreza y destrucción medioambiental que lleva aparejada. 

La UE en su conjunto tiene la responsabilidad de evitar que los intereses empresariales dirijan la política comercial comunitaria, y debe plantear un nuevo enfoque que vaya más allá de contribuir a que las empresas europeas seas más competitivas. 

Es imprescindible incrementar la transparencia en el ejercicio del lobby en la UE para hacer frente a la excesiva influencia empresarial en las políticas comunitarias, pero también requerimos de mayor transparencia en la información.

3. Por último debemos resaltar la necesidad de la participación de los pueblos indígenas en las políticas, programas, proyectos de cooperación, de inversión o acuerdos que les afecten

La Unión Europea ha desarrollado documentos de posicionamiento sobre la cooperación de la UE  y los pueblos indígenas, el Informe de la Comisión Europea al Consejo, de 11 de junio de 2002, sobre el progreso del trabajo con los pueblos indígenas (COM (2002) 291 ) reconoce que : 

“La participación activa de los pueblos indígenas desempeña un importante papel en el proceso de desarrollo, pues permite que dichos pueblos, a menudo vulnerables y desfavorecidos, modelen su propio desarrollo. La Unión Europea ya ha establecido un marco para sus actividades en este ámbito por medio de un documento de trabajo presentado en 1998 y ratificado por una resolución del Consejo de desarrollo del mismo año[Conclusiones del Consejo de Desarrollo - 30.11.1998]” 

De otra parte el Convenio 169 de la OIT, sigue siendo el principal instrumento internacional vinculante que reconoce los derechos humanos de los pueblos indígenas. Dicho Convenio establece  en su artículo 7,§1 : « Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente. »

Sin embargo este Convenio no ha sido ratificado por la mayoría de los Estados de la Unión Europea y en Centroamérica, a pesar de que el Salvador es el único que no lo ha ratificado, los demás países están lejos de implementarlo como corresponde. 

Debemos insistir en que los pueblos indígenas son las primeras vícitmas de la globalización que se desarrolla con más fuerza a través de este tipo de acuerdos, no solamente están en peligro sus culturas milenarias, sus lenguas, sus conocimientos y usos de la biodiversidad a favor de la salud o la vida, sus territorios, sino  peor aún están condenados a desaparecer como pueblos.   

Epílogo:

En Bruselas de los más de 15.000 profesionales que hacen lobby ante las instituciones europeas, la gran mayoría representa a grandes empresas, mientras que menos de un 10% trabaja para ONGs de diversos tipos, con muchísimos menos recursos. No es de extrañar entonces que la incidencia nuestra sea bastante limitada. 

Por ello debemos insistir en recordar que sin una real transparencia y sin participación adecuada de la sociedad civil que defiende derechos y no intereses, la democracia está siendo vaciada progresivamente de su esencia. La crisis de la intermediación política de los partidos, la  destrucción paulatina del rol del Estado o de lo público para garantizar el bienestar general,  sigue conduciendo a que este tipo de acuerdos impongan un modelo neoliberal  que lejos de evitar las brechas entre ricos y probres  las profundiza 

La participación implica que las personas, en particular los excluidos  o marginados cuenten para el desarrollo, que el mismo sea sostenible y que la democracia sea tanto política como social.  Las personas, comunidades y pueblos  no tienen que estar sometidas a las leyes o reglas del mercado, sino que estas deben estar condicionadas a garantizar la paz social.

� “Corporate Power over EU Trade Policy: Good for Business, bad for the World”, Myriam Vander Stichele, Kim Bizarri, Leonard Plank, Seattle to Brussels Network, 2006. Sólo disponible en ingles en: � HYPERLINK "http://www.s2bnetwork.org/s2bnetwork/download/Corporate_power_over_EU_Trade_policy_Sept_2006.pdf?id=138" �http://www.s2bnetwork.org�.
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